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I.- Ideas iniciales: la perspectiva de los derechos en acción y sus derivaciones metodológicas básicas para los institutos iusadministrativos 
 
Los recambios sustanciales que transita el derecho contemporáneo (a la luz de los textos relevantes -art. 75 inc. 22, CN- y sus contextos, matices y realidades -diversas, problemáticas, dinámicas y de multiniveles de aplicación-) ciertamente conmueven y complejizan las matrices, las metodologías y las categorías jurídicas de aplicación, como lo refleja el abordaje de los efectos y las responsabilidades que recaen sobre las estructuras y las funciones estatales, lo mismo en torno al debate, diseño, implementación y evaluación de políticas públicas y también en lo relativo a la gestión administrativa. El papel mismo del poder judicial en un Estado Constitucional también adquiere centralidad desde esta perspectiva. 

 
En este ensayo, como eje problemático, partimos de considerar que estas cuestiones quedan involucradas con los fundamentos y las consecuencias adosadas a una lógica de red y de interacciones aplicables a la dinámica de los derechos. 

 
Dicha lógica se inserta en  un renovado cuadro sustancial (dinámico, complejo, abierto, de multiniveles) que compromete especialmente a los protagonistas del derecho (sin dejar de involucrar también a las instituciones públicas, a la sociedad, a la academia, a los actores sociales, políticos y económicos en general) fundamentalmente de cara al desempeño de tareas y roles vinculados a: 

 
i) la delimitación y determinación de contenidos, alcances y relaciones “de” y “entre” los derechos (según las pretensiones y los conflictos en juego); 

 
ii) la precisión y aplicación de las injerencias derivadas del análisis del punto i), que recaen sobre las funciones y cometidos encargados de la debida, efectiva y oportuna tutela, garantía y realización institucional y social
 de los derechos. 

 
No siempre y en todos los casos las estrategias o las herramientas y mecanismos institucionales de encauzamiento y respuesta alcanzan a otorgan un oportuno y adecuado efecto útil (por ej. mediante la existencia de recursos idóneos y efectivos) a aquellos textos sustanciales relevantes y, con ello, a sus objetivos y fines previstos en tutela de la dignidad y los derechos fundamentales
. En concordancia, diversos autores
 han puesto de resalto también que la realidad, expresada en forma de centralidad de la dignidad del ser humano y de los derechos fundamentales de la persona, ha ido reclamando que los privilegios y las prerrogativas de la Administración necesiten de redefinición, de replanteamiento para comprender el sentido de las categorías, conceptos e instituciones del derecho administrativo en este nuevo paradigma. 

 
Es innegable que el fenómeno de progresiva internacionalización del derecho constitucional -y viceversa- y sus “impactos” en la órbita administrativista, como en torno al recambio de los paradigmas existentes, viene siendo cada vez más reconocido y enfatizado por la doctrina
. En dicho contexto, el ya mencionado cuadro sustancial y la lógica de los derechos en acción de la aquí partimos, ciertamente presenta renovados efectos de interés que también “impactan” en torno a los variados institutos iusadministrativos. 

 
En este ensayo, vamos a presentar inicialmente una serie de consideraciones generales que permiten comprender el “estado de la cuestión” y las injerencias básicas de aquella lógica -como sus derivaciones primarias- en relación a los institutos iusadministrativos y las políticas públicas en general. Seguidamente y en particular, aplicaremos dicho análisis a profundizar el estudio de la discrecionalidad estatal (y administrativa). Por último, contribuyendo al debate de interés comparado, vamos a ejemplificar algunos de los tópicos estudiados conforme el tratamiento otorgado por la (joven) jurisprudencia fueguina. 

 
La metodología aplicada en el ensayo se estructura en función de diversas tesis que estimamos de relevancia explicativa y ordenadora en la materia.

 
Continuando con el análisis, digamos que la lógica de red y de interacciones aplicables a la dinámica de los derechos (la piedra basal de la que partimos) pone especialmente de manifiesto la íntima vinculación de aquellos institutos y políticas con la gestión de la realización social de los derechos, a la luz de las obligaciones generales y particulares objeto de operacionalización según cada contexto y decisión en juego (componentes que devienen centrales, en nuestro caso, para definir en lo principal las responsabilidades estatales involucradas, según los casos). 


 
Principalmente corresponde encuadrar dicha tarea conforme las exigencias aparejadas por los principios de universalidad
, interdependencia
 e indivisibilidad
. 

 
De dicho esquema derivan un conjunto de consecuencias y sentidos protectorios y garantistas –basales- que injieren en primer lugar en términos de la debida justificación (según los matices y los casos concretos) inherente al ejercicio de toda prerrogativa, potestad y cometido estatal (que debe acreditarse). 

 
Fruto de dicha metodología (como lo refleja en numerosos casos la jurisprudencia internacional y local) surgen nuevos redimensionamientos de los derechos y atribuciones de sus sentidos y significados, junto al aporte de criterios de interpretación, de trascendentes clasificaciones (por ej. la distinción de la dimensión subjetiva y objetiva de los derechos) y -en suma- de estándares
 objetivos e importantes indicadores de interés
, entre otros aspectos que a su vez ponen de resalto la vinculación de la perspectiva y el enfoque de derechos fundamentales con numerosas acciones, estrategias, instituciones y herramientas de protección, garantía y gestión -realización social- de aquellos. 

 
A su turno, los poderes judiciales domésticos (revestidos de características republicanas y de suficientes resguardos institucionales –por ej. en términos de idoneidad, imparcialidad e independencia-), entre otras funciones
, actúan como factores claves para lograr llevar adelante el respeto, el cumplimiento, la realización social, la protección y la garantía de los derechos fundamentales, exigencias que derivan necesariamente de la adhesión y recepción por los Estados de los instrumentos de Derechos Humanos. Su labor institucional (junto a otras instancias y agencias no propiamente jurisdiccionales) se articula con el activismo –a idénticos fines- desplegado por actores y organizaciones sociales (por ej. el caso del litigio estructural) y al mismo tiempo también “impacta” y articula efectos (directos o no) en referencia a las políticas públicas y sociales. 

 
Interesa aquí tener presente que las referidas exigencias y articulaciones, especialmente permiten incorporar y desarrollar críticamente también en sede administrativa (y fundamentalmente en torno al procedimiento administrativo como instrumento de realización de aquella gestión social de los derechos) el aludido enfoque y las interacciones propias de los derechos en acción
 .

 
Toda praxis social e institucional argumentativa (con perspectiva de derechos fundamentales) ha de estructurase en función de la lógica y la red de interacciones y de entrecruzamientos así configurada, que en lo principal (basándose en aquellos principios –universalidad, interdependencia, indivisibilidad-): 

 
i)  vincula los derechos y las obligaciones generales -por ej. respeto, protección, garantía, promoción
- y particulares desde las cuales corresponde pensarlos, arribando así a complejos de derechos en acción; 

 
ii) sumadas las condiciones de efectivización e implementación de tales complejos de derechos, el análisis de los contextos, de los deberes y las responsabilidades consecuentes del Estado, entre otros componentes. 

 
A resultas de lo cual no sólo se ubican las conductas exigibles y las reparaciones en los casos particulares, sino que también se pueden derivar las medidas que cabe adoptar en términos de políticas públicas relevantes  -por ej. legislación, planes, programas, políticas públicas-, entre otras derivaciones que luego precisamos en el punto siguiente. 

 
Como lo exponen los autores citados, tales enfoques y parámetros, es decir la propuesta de pensar y aplicar los derechos en acción -a partir de sus obligaciones y sus principios-, deviene de suma importancia en tanto permite (según su relevancia en cada caso) críticamente recurrir a principios de aplicación (por ej. contenidos esenciales, progresividad, no regresividad, máximo uso de recursos disponibles), junto a condiciones institucionales de cumplimiento y realización de los derechos (por ej. disponibilidad, accesibilidad, calidad, aceptabilidad) y asimismo advertir el incumplimiento de deberes a cargo de los Estados (por ej. investigar, sancionar, reparar, prevenir, etc.), entre otros aspectos similares.

 
Lo hasta aquí dicho importa seguir la tesis (Tesis n° 1) que indica que un aspecto central tanto del desarrollo como del control del ejercicio de la función administrativa y de los variados institutos iusadministrativos, guarda relación con verificar de qué modo y forma se dimensionan los derechos y se delimitan y ponderan con corrección las obligaciones y condiciones de realización involucradas en cada caso, con el objeto de que estos complejos (de derechos en acción) puedan ser operativizados y controlados racionalmente en su aplicación –según los diversos fines estatales, principios, contextos y estándares en juego-. 
 
Dicho abordaje, requiere abandonar toda perspectiva unidimensional o unidireccional: por ej. ni el ciudadano con sus derechos fijos y estáticos frente al Estado, ni la Administración “armada” de sus prerrogativas, en una visión idealizada. Ni la lógica de meros facultamientos “libres” -que luego requieren límites- ni tampoco la exclusión de “porciones” de discrecionalidad legítima necesarias para un buen gobierno (como luego lo veremos). En efecto, la perspectiva de derechos resulta compleja, dinámica, dialógica y multidireccional.

 
En dicho contexto, adquiere principal interés puntualizar los alcances de este enfoque en torno al control del ejercicio de la discrecionalidad administrativa
. 
II.- La calidad de las instituciones y las políticas sociales  desde el enfoque de los DESC (relevancia, aplicaciones, indicadores, consecuencias).  
 
Sentados ciertos “impactos” metodológicos relevantes que recaen sobre el abordaje de los institutos administrativos (en sus fines, contenidos, alcances, etc.), conforme la síntesis expuesta en la Tesis n° 1, previo a trasladar el análisis a la cuestión de la discrecionalidad administrativa, vamos a tratar de poner de resalto la relevancia y ciertas aplicaciones de interés que surgen del enfoque de los DESC en términos de calidad institucional y de las políticas sociales. 

 
En primer lugar, caben algunas precisiones conceptuales que nos prestarán utilidad en el análisis. 


 
Las instituciones
  (formales, informales) de una sociedad no pueden ser objeto de un abordaje aislado, ni tampoco funcionan -prácticamente y con probabilidades de relativo éxito- de modo autoreferencial o autosuficiente. Las mismas se inscriben en escenarios (jerárquicos) de multiniveles de análisis y se comprenden dentro de matrices socio-políticas que integran otras variables (como las económicas, socio-estructurales, político-institucionales, ideológico-culturales).

 
Asimismo, aquellas se estructuran y funcionan de modo interrelacionado e interdependiente y son reflejo de variadas lógicas, interrelaciones y dinámicas comprensivas de actores de interés (desagregadas en diversas arenas políticas y temáticas posibles), también involucran tensiones (que afectan los procesos de cooperación y el encauzamiento de los conflictos) y en no pocos casos expresan precarios e inciertos equilibrios políticos, sociales y públicos (además de enfrentar otras problemáticas tales como diversas fallas posibles -a nivel de los gobiernos, del mercado, etc.-, incertidumbres de tipo estratégicas -sobre todo al tiempo de la ejecución de una política pública-, entre otros).

 
Como lo exponen los autores que seguimos, debemos también considerar (en esta muy breve síntesis) que las instituciones guardan un vínculo no menos importante en relación a las percepciones, las creencias, la cultura y la formación de identidades presentes a nivel de cada sociedad (que impactan a la vez en la evolución y los procesos de cambio de las mismas).

 
Parte del entendimiento de su importancia radica en que: 1.- afectan comportamientos de los actores y son a la vez definidas o influenciadas por éstos (con diferentes formas de organizarse y de actuar); 2.- pueden llegar (no siempre) a contribuir en términos de lograr resultados e impactos de mayor eficiencia, equidad y justicia (por ej. encauzando la cooperación y el conflicto, proveyendo bienes públicos, “empoderando” a sectores desventajados o generando capacidades, resolviendo efectivamente problemas estructurales, cumpliendo de modo estable y sostenible los objetivos y fines sustanciales trazados -agenda ampliatoria de derechos-, etc.); 3.- distribuyen medios, poderes y recursos (y lo hacen de modo desigual).

 
Entre otros problemas de interés a considerar, cabe tener presente que las instituciones pueden reflejar inconsistencias con otras reglas de igual o mayor rango.

 
En este esquema y cuadro básico sobre las instituciones, cabe precisar que bien se ha mencionado que las políticas sociales (que específicamente se suelen receptar y desarrollar en legislaciones, planes, programas: es decir en niveles institucionales intermedios o bajos) se encuentran enraizadas en las instituciones de nivel alto y su funcionamiento depende de las mismas (por ej. el caso de las instituciones reguladoras del sistema político, cuyas relaciones derivadas -tal el caso de la estructuración de las relaciones "principal / agente"-son relevantes en cuanto a  la determinación de políticas públicas). A la par también se observa como dato crítico -respecto de ciertas sociedades y regiones- un bajo nivel en la evaluación y monitoreo de políticas y programas públicos, que limita la participación informada de la sociedad en la propuesta y selección de políticas. En dicho orden de ideas, se sostiene que en América Latina en general no existe un conjunto de instituciones y programas sociales debidamente articulado por un marco estratégico de medios y metas sociales de largo plazo
.

 
Tales aspectos guardan relación con otro foco de interés paralelo a considerar en nuestro análisis: el de la “calidad institucional” o el de la “calidad democrática”
, donde en lo principal el debate consiste en localizar el conjunto de instituciones necesarias para proteger y promover la ciudadanía (en sentido pleno, cuestión que encuentra correlación con el concepto de desarrollo humano que apunta a las personas y sus capacidades). El estado democrático y su capacidad de producir políticas públicas guarda directa e íntima vinculación con las ideas de agencia y equidad (que conducen a las condiciones mínimas de la ciudadanía e intrínsecas a la democracia), dentro de una lógica de tutela de la dignidad, de la autonomía y de conquista, ampliación y acceso al pleno goce igualitario de los derechos (pilares que como tales se constituyen en los fundamentos de legitimidad de las instituciones democráticas contemporáneas). 

 
En tal sentido, los derechos requieren –en sus plenas dimensiones- de instituciones, valores y prácticas sociales sostenedoras y, agregamos, de un sistema político efectivamente republicano y democrático, cuya “calidad institucional” se refleje en un mínimo de condiciones y presupuestos necesarios a tales fines (por ej. en términos de participación y expresión, acceso y producción de información, de transparencia, de representatividad, de controles verticales y horizontales, del desempeño de las funciones estatales como promotoras y garantes del efectivo cumplimiento y realización de las exigencias éticas y de justicia receptadas por los ordenamientos constitucionales, entre otros.).

 
Desde este abordaje y sintetizando lo hasta aquí dicho, como Tesis n° 2 tenemos que el enfoque de derechos que seguimos en el ensayo guarda una especial relación con la efectivización de las condiciones mínimas de la ciudadanía plena (vida digna y autónoma) y la provisión de las capacidades básicas que requiere su ejercicio, aspectos que permiten observar a las políticas sociales (y al conjunto de instituciones sostenedoras) bajo la luz de la justicia sustantiva y en función de una alta demanda de calidad, respuesta y control institucional. 

 
Esta perspectiva, nuevamente, requiere tener que debatir, medir, evaluar, concretizar y operacionalizar las obligaciones y las exigencias y estándares aparejados por los principios de derechos humanos receptados por los ordenamientos fundamentales (en calidad de instituciones y parámetros jerárquicos de aplicabilidad de primer y máximo nivel), conforme su desarrollo a nivel interno e infraconstitucional. Bien sabido es que tales obligaciones resultan exigibles (en términos de garantías que recaen de modo diferenciado sobre las funciones estatales) y ciertamente justiciables
.     
  
Esta definición primaria (que se extiende al que, a los contenidos y alcances basales de los derechos en acción y a las obligaciones y responsabilidades estatales implicadas), no sólo impacta en cuanto al nivel de los fundamentos necesarios de toda política pública, sino que injiere en torno a las consecuencias prácticas que recaen sobre los diversos niveles de las mismas (no solo en su diseño sino también respecto de la implementación y su evaluación) y sobre las variadas estrategias apropiadas de intervención (según los casos). 

 
En definitiva, este enfoque determina los criterios rectores y orientadores que gobiernan los escenarios propiamente políticos, procedimentales, técnicos y administrativos (relativo al cómo se toman decisiones, se implementan, evalúan y controlan, entre otros), como el denominado ciclo de continuidades y cambios en las políticas
. 

 
El abordaje de las diversas problemáticas implicadas (distributivas, interjurisdiccionales, intersectoriales, la fijación de prioridades, de la agenda, los planes, metas, la asignación de recursos de diversa índole, la consideración de alternativas, entre otros), queda también ligado a las injerencias sustanciales en discusión, que actúan y despliegan en lo principal diversos parámetros, criterios e indicadores de control y de cumplimiento, progreso y evaluación (por ej. de tipo estructurales, de proceso, de resultados), que informan y permiten valorar sobre la eficiencia, estabilidad y justicia de las políticas públicas y sociales
. 

 
Dicho esquema adquiere notable trascendencia, en términos de poder verificar la adecuación y ajustamiento de tales políticas a las convenciones y obligaciones asumidas por el Estado Argentino con rango constitucional -art. 75 inc. 22 CN-. 
 
 
Claro que en dicho contexto, el acceso y la producción de información pública y la generación de conocimiento pertinente y suficiente resultan componentes centrales para lograr una efectiva medición y concreción de progresos en la materia (que impacte en torno al diseño, la implementación y la evaluación de las políticas de operacionalización de derechos). La información debe ser sistematizada y producida bajo ciertos estándares de calidad, incorporando los criterios y parámetros (tal el caso de los mencionados indicadores) necesarios para valorar la satisfacción de los complejos de derechos en acción en juego (comprensivos de los contenidos y alcances de derechos y sus obligaciones correlativas).
 
Entre los obstáculos -por. ej. asimetrías y fallas de información o de conocimiento- y la incertidumbre que enfrenta la selección e implementación de políticas sociales efectivas, se menciona que: "La información es necesaria en cada etapa y nivel del proceso de creación de políticas: para resaltar un problema en particular, evaluar políticas en curso, estructurar políticas alternativas, implementar programas, justificar decisiones de política, y proveer bases para elegir entre opciones de política. La información para el diseño de políticas sociales debe orientarse hacia la provisión de información para todos estos niveles. Un aspecto importante es que la información debe estar disponible para los diversos niveles de gobierno y la sociedad civil...En general, en América Latina el conocimiento existente acerca de las consecuencias de las posibles intervenciones alternativas para un problema dado es escaso. Es decir, aún si se cuenta con posibles cursos de acción, es difícil conocer cuáles son los beneficios reales de cada uno de ellos, y así establecer prioridades. La falta de conocimiento es uno de los principales obstáculos al diseño efectivo de intervenciones públicas...El conocimiento sobre políticas sociales obtenido a partir de evaluaciones rigurosas puede ser de gran utilidad para generar consensos acerca de qué políticas deben seguirse, así como para informar los intentos de rediseño o modificación de programas actualmente en vigencia. Asimismo, contribuyen a clarificar las fuentes de divergencias en los debates de política...En el caso de las políticas sociales, las asimetrías de información y conocimiento se ven agravadas. Los beneficiarios potenciales de las mismas – población de menores recursos socioeconómicos – también son aquellos individuos con menor acceso a información y conocimiento en la sociedad. Además, suelen tener poca influencia en las estructuras de decisión política – lack of voice"
.

 
En dicho escenario, que compartimos, resulta que se torna aún dificultoso encontrar en nuestro medio un núcleo u horizonte institucional (en materia de políticas de bienestar social interrelacionadas) "fuerte" (sobre todo en términos de capacidad estatal), valioso, eficiente y estable -de largo plazo-. Sin negar esta problemática (en términos de los conflictos socio-políticos aparejados), deben dirigirse los esfuerzos a lograr modular de modo objetivo y racional (dentro de un esquema habilitante razonablemente controlado) el debate y las propuestas al respecto. 

 
Para ello, siguiendo la metodología que venimos analizando, corresponde sostener un activo enraizamiento y funcionamiento de las políticas sociales –como conjunto interrelacionado- de conformidad a las instituciones superiores (en este caso el orden constitucional y convencional: art. 75 inc. 22 CN), fundamentalmente enfatizando, respetando y desarrollando creativamente (por ej. vía criterios de ponderación e indicadores
 objetivos) las injerencias de los principios y las obligaciones que surgen del sistema y de las relaciones de los derechos fundamentales en acción (que entre otros efectos no permiten recurrir únicamente a miradas sectoriales, ni a una lógica de "costos-beneficios" de las intervenciones públicas, descartando además todo tipo de clientelismo). Como lo hemos dicho, se trata de conectar - achicando brechas- la institucionalidad pública con la gestión y realización social de los derechos desplegando mecanismos y garantías de acceso, goce y cumplimiento efectivo. 

 
Como lo suelen reflejar los instrumentos citados, una mirada transversal desde ciertos principios claves adquiere además un alto valor instrumental en cuanto a las estrategias de intervención (por ej. universalidad e igualdad, no discriminación, accountability, participación y acceso a la información, mecanismos de exigibilidad y empoderamiento, entre otros ya vistos).

 
Todo ello no excluye el conflicto (respecto del juego de los intereses, los problemas de distribución, las lógicas y dinámicas de los actores, etc.) pero si permite procesarlo bajo un cuadro y marco sustancial relevante y desde un conjunto de herramientas (se trata de un sistema abierto y dinámico) que ofician de lenguaje, enfoque y fundamento común ante todo reclamo o determinación de y sobre derechos, guiando, orientando y limitando -de modo negativo y positivo: como lo veremos a continuación, pto. III- a los procedimientos y a las medidas públicas.  

 
En lo principal, dicho enfoque apareja las siguientes consecuencias a resaltar:

 
i) Delimita, "vertebra" y ordena el consenso social y el debate político: en materia de establecimiento de leyes, reglamentos, programas, planes, etc., según cada temática y materia objeto de discusión o controversia;

 
ii) Sienta las bases y marcos conceptuales y normativos que permiten focalizar los problemas relevantes de información y conocimiento a sortear: según cada relación "derechos – políticas – contextos" en juego (lo cual despliega efectos sobre el debate, la definición y elección de problemas, la advertencia de omisiones y brechas estatales, la fijación de prioridades, el tratamiento de continuidades de políticas o de alternativas, etc. todo en función de las evaluaciones, los indicadores cuantitativos y cualitativos y los mecanismos de control que se estimen necesarios, por ejemplo, cuando se trata de medir el grado en que los complejos “derechos-obligaciones” son implementados, verificando si las medidas adoptadas resultan adecuadas o suficientes, si se cumplen los fines y objetivos de las políticas trazadas, entre otros);

 
iii) A su vez dicho enfoque limita y modula el procesamiento de las opciones discrecionales a cargo del Estado: que en lo principal resultan debidamente encauzadas y controladas en función del entendimiento de las obligaciones estatales en juego y sus variadas injerencias e intensidades (según los casos), que ciertamente condicionan las alternativas, las elecciones y los contenidos y alcances de las políticas públicas
, aunque también permiten incorporar –entre otros- como eje de trabajo y de desarrollo de la discrecionalidad, a los mentados criterios e indicadores aplicados a nivel doméstico, ligados a los mencionados problemas de información y conocimiento a sortear según los casos (conforme fuera señalado en el punto ii anterior) y a las alternativas, mecanismos institucionales y políticas públicas de interés a desarrollar en términos de efectivización de derechos (según cada temática objeto de consideración). 

 
Se deben aportar así parámetros objetivos que permitan valorar, desarrollar y justificar decisiones públicas en términos de niveles de satisfacción o grados de cumplimiento de los complejos de derechos en acción en juego: cuadro y métodología en base a la cual tienen lugar las “porciones” de actividad discrecional en la materia (aunque configuradas desde nuevos enfoques, lenguajes y criterios).  

III.-  Los marcos de juridicidad habilitantes y controlantes y sus injerencias en relación a la discrecionalidad administrativa

 
Tengamos presente desde el vamos que no se trata de dejar de lado la utilidad de la discrecionalidad como instrumento dinámico de perfeccionamiento administrativo (dentro de un rol finalista y servicial), pero ello no quita que la perspectiva objeto de desarrollo en el ensayo ciertamente complejiza el encuadre del ejercicio de aquella (ante redes de juridicidad más intensas). Como lo ha señalado algún que otro autor: ni pragmatismo mal entendido ni tampoco normativismo mal entendido o maximalista
 (recordemos que postulamos una visión compleja y dialógica de y entre derechos, obligaciones y principios).

 
En la tarea de concretizar y realizar el interés público comprometido en cada caso, la creatividad puesta de manifiesto en el despliegue de acciones u opciones idóneas, inteligentes, estratégicas y eficaces importa a la vez para la Administración lograr fundar y traducir sus ponderaciones y valoraciones en criterios y parámetros objetivos de actuación, susceptibles de ser medidos o controlados racionalmente y de modo razonable. El seguimiento y desarrollo de los mencionados criterios e indicadores –aplicados a nivel doméstico- conlleva el aporte de parámetros en base a los cuales resulta posible valorar y justificar posibles márgenes de discrecionalidad legítima, poniendo así de resalto alternativas y elecciones en términos de políticas o medidas públicas de satisfacción de los complejos de derechos en acción (susceptibles de grados y niveles de cumplimiento).

 
Se trata de atender siempre al postulado de que la administración debe obrar objetivamente en interés de los intereses generales de la comunidad (ver art. 103.1 Constitución Española), reconociendo el rol institucional y finalista propio de la Administración (con su función y justificación constitucional, al servicio del bien común o el interés público en una sociedad democrática, pero siempre dentro de la ley y del derecho
).

En un trabajo previo
, me interrogaba sobre la actualidad y utilidad de encuadrar el tan mentado tópico de la discrecionalidad en el ejercicio del poder público, a la luz de un enfoque efectuado en seguimiento de los estándares y los criterios de aplicación e interpretación sentados por los órganos de aplicación de los instrumentos internacionales de derechos humanos. 

 
De dicho análisis, parecía fructífero considerar, lo que aquí establecemos como Tesis n° 3 del ensayo,  que la discrecionalidad puede ser catalogada como un ejercicio razonable de la función administrativa, involucrada en la concretización del interés público y al servicio de una finalidad pública normada, que en lo sustancial implica establecer las propias valoraciones y ponderaciones administrativas, pero con la salvedad de que éstas se deben traducir y poder medir en base a criterios e indicadores dinámicos y objetivos de actuación y control. Mediante dicha metodología, la Administración acredita de qué forma y modo lleva adelante una adecuación, una útil y efectiva adaptación y/o ajustamiento (en fin un desarrollo a nivel doméstico) de las obligaciones y estándares que surgen de la legalidad internacional relevante (entre nosotros con jerarquía constitucional), obrando para ello bajo un encuadre -justificado- en los marcos de juridicidad controlantes en base a los cuales pretenda dar fundamento suficiente a las “porciones” de actividad discrecional que se entiendan habilitadas.  

 
Del mismo modo, corresponderá proceder frente a marcos habilitantes y controlantes plasmados en las fuentes legales locales: armonizando en su caso su contenido con las exigencias superiores de jerarquía constitucional, todo en función de los límites negativos y positivos que puedan encontrarse en juego, como luego lo explicamos. 

 
Se trata con ello de profundizar en el conocimiento y aplicación de la metodología y el enfoque de los derechos en acción, incorporando y procesando útil y dinámicamente la perspectiva del diálogo entre derechos, principios y obligaciones, sumados los contextos, las necesidades, las realidades y alternativas locales, etc. todo al formular e instrumentar estrategias de intervención.  

 
Ello permitirá luego ir monitoreando, reajustando y controlando planes, políticas y programas, pero haciéndolo dentro de una perspectiva, lenguaje y enfoque de garantía, cumplimiento y realización progresiva de los derechos
.

 
Se trata, pues, de dar una direccionalidad al ejercicio de la discrecionalidad en términos de concretar mediante su ejercicio una tarea de fortalecimiento institucional
, superando mediante la metodología aludida toda débil inclusión del enfoque de derechos en el marco del accionar estatal en su conjunto. La debilidad institucional así entendida es equivalente a una discrecionalidad mal invocada o conceptuada.

 
Nuevamente, siguiendo la Tesis n° 1, se trata con ello de lograr avanzar en la tarea de dimensionar los derechos y en delimitar y ponderar con corrección las obligaciones y condiciones de realización involucradas (según cada caso y contexto de actuación), con el objeto de que los complejos de derechos en acción puedan ser operativizados y controlados racionalmente en su aplicación local (lo que no descarta la existencia de conflictos y tensiones, de allí la necesidad de optar, valorar y elegir –pero no a título libre o desde supuestos indiferentes jurídicos!, que ya no son tales, siguiendo la perspectiva de derechos en análisis-). 

 
Los estándares que surgen de la Corte IDH y de la CIDH determinan la obligación de los Estados de establecer reglas claras y objetivas para el comportamiento de sus agentes, a fin de evitar márgenes inadecuados de discrecionalidad en la esfera administrativa, que pudieran fomentar o propiciar el desarrollo de prácticas arbitrarias y discriminatorias. Se enfatiza la necesidad de regular y restringir la discrecionalidad estatal. Esta exigencia es coherente con las tesis que venimos sosteniendo en este ensayo, que en última instancia postulan la obligación de la administración de resolver la discrecionalidad en su propia sede aplicativa. Para ello, agregamos y enfatizamos aquí la perspectiva de dar una direccionalidad a la discrecionalidad: tendiente a acreditar con su ejercicio una labor objetiva de fortalecimiento institucional, basada en la concreción de las exigencias y los estándares propios del enfoque de derechos en juego (dinámico, abierto, complejo y que no excluye la existencia de instancias, valoraciones y ponderaciones administrativas que resulten justificadas en dicho marco). 
 
Lo dicho conecta con lo que aquí fijamos como Tesis n° 4, reconociendo el deber de proceder administrativamente en base a cierto marco de juridicidad habilitante y controlante (amplio, siempre renovado, dinámico), cuadro que más allá de considerar las leyes locales, viene integrado en lo sustancial por la perspectiva y el enfoque de los derechos en acción (legalidad supranacional) que ha sido expuesta en sus rasgos básicos en el punto anterior: este marco debe ser precisado con suficiencia por parte de la Administración, sustentando su posición (valoraciones, ponderaciones, criterios e indicadores objetivos) conforme las categorías y componentes propios de aquél enfoque y perspectiva de derechos, todo según los datos relevantes de cada caso y atendiendo a las medidas y políticas que se encuentren en juego. 

 
La aplicación y justificación de dicha metodología viene dada en directa referencia a los fundamentos, a los límites negativos y a los condicionamientos positivos que surgen de las renovadas bases del ordenamiento jurídico constitucional y iusadministrativo (post reforma de 1994: art. 75 inc. 22 CN).


A los fines de explicar la metodología propuesta de desarrollo y de control del ejercicio de la discrecionalidad administrativa, cabe puntualizar en consecuencia que parece fructífero atenerse a los siguientes tres pasos concatenados, conforme la guía trazada por los conceptos sintetizados en las cuatro tesis ya enunciadas. A ellas agregaremos tres tesis más -derivadas de las primeras-.

Esquema de control del ejercicio de la discrecionalidad administrativa:
 
PASO 1: Cabe otorgar centralidad en primer lugar - en cada caso y según los derechos y las obligaciones en juego, junto a los (probados) elementos del contexto en examen y también según el tipo de medidas o políticas a adoptar, etc.- a la adecuada y precisa configuración y justificación de un esquema de juridicidad suficientemente habilitante del accionar administrativo discrecional de que se trate (presente en los fundamentos de Leyes, reglamentos, planes, etc., obrando para ello dentro del ya referido marco de legalidad internacional gobernado por aportes de múltiples instancias y niveles
 -sin excluir un dialogo crítico al respecto desde los órganos locales de aplicación-). 

 
Dicho cuadro resulta constituido en lo sustancial por los aportes que surgen del lenguaje, el enfoque y la lógica de derechos, para lo cual -fundamentalmente- debe la Administración desarrollar su posición y sus opciones, criterios, indicadores y alternativas (pretendidamente discrecionales) a la luz de las exigencias que venimos analizando, propias del sistema de los derechos en acción. Recordemos que se trata así de encuadrar y desarrollar parámetros objetivos que permitan valorar y justificar decisiones públicas en términos de niveles de satisfacción o de grados de cumplimiento de los complejos de derechos en acción en juego.
 
Cabe enfatizar que la principal obligación que cabe observar al respecto en materia de fundamentación de políticas públicas será la obligación de garantía y cumplimiento.

 
En tal sentido, tales obligaciones comprometen al Estado con el activo despliegue de un conjunto de tareas, servicios, prestaciones y actividades
 dirigidas a la satisfacción / garantía de provisión y acceso a los bienes primarios (objeto de cada derecho fundamental), como asimismo a la realización de los derechos (vía el establecimiento de una estructura y de herramientas institucionales acordes) y, en definitiva, se trata del aseguramiento en la realidad de su pleno y libre goce y ejercicio (todo lo cual requiere una perspectiva global de los derechos, la remoción de obstáculos económicos, legales y de otra índole, la creación de condiciones favorables, comprometiendo la existencia de una adecuada organización gubernamental, la planificación pública, la fijación de metas, la aplicación de indicadores de efectividad, contar con mecanismos de empoderamiento, participación y accountability
, entre otros ya vistos).

 
Un adecuado marco de juridicidad habilitante y controlante de la discrecionalidad debe en tal contexto alcanzar a lograr integrar, precisar y fundar, con claridad: 

 
i) qué relaciones, niveles de análisis, diferentes grados e intensidades de tutela, etc. juegan en el caso de que se trate entre el derecho (siempre los derechos: indivisibles e interdependientes) en juego, las obligaciones generales y particulares correlativas que lo conforman (a cargo del Estado), sumadas las condiciones de realización y los estándares objetivos que se consideran aplicables conforme surja de diversas fuentes de interés (por ej. pronunciamientos de órganos de aplicación de los instrumentos internacionales); y 

 
ii) una clara exposición y fundamentación (en dicho marco) de las opciones o ponderaciones administrativas consideradas -justificando el modo en que se entienden jurídicamente habilitadas y su viabilidad técnica o de otra índole para el caso-, elegidas o “llenadas” al respecto por parte de la Administración (lo que sería la base de su actuación auténticamente discrecional); opciones que a la vez se deben poder traducir en criterios e indicadores objetivos de actuación que permitan su control dinámico, racional y razonable, según los fines normados. 

   
Estos pasos permiten fundar y localizar el ejercicio de la efectiva actividad o “porción” discrecional, demostrando que ésta se encuentra habilitada -y deviene coherente- en base al esquema de juridicidad en que se insertan los propios complejos de derechos y obligaciones a realizar: y que como tal, dicha actividad se dirige (verificando de qué forma, modo y alcances) a garantizar la satisfacción y el cumplimiento de tales complejos de derechos en acción  en aquellos espacios no reglados y necesarios para concretar un “buen gobierno” o una “buena y eficiente administración” -sin dejar de lado las garantías a la que puede recurrir el interesado en el control de la actuación administrativa-. 

 
Paralelamente, existe también, como lo vimos, un vínculo obligado entre el establecimiento y desarrollo de políticas públicas y los mecanismos de transparencia, empoderamiento, participación, rendición de cuentas y/o responsabilidad, cuestiones que caen dentro del mismo lenguaje, enfoque y lógica de red e interacciones propia de los derechos humanos en acción. 

 
Lo dicho, entre otros, excluye el reconocimiento de beneficios meramente asistenciales, de apreciación subjetivista o lo mismo las asignaciones cuya supuesta cobertura discrecional no revista suficiente “anclaje” (objetivo, racional, razonable) en los mentados marcos de juridicidad habilitantes. Los principios, las obligaciones y los estándares de derechos sirven pues como parámetros sustantivos de delimitación y de fiscalización de las “porciones discrecionales”, obrando a modo de un programa que guía, orienta -y en su caso obliga- a las políticas públicas de los Estados, contribuyendo de tal modo al fortalecimiento de las instituciones democráticas.


PASO 2.: Partimos para ello de afirmar la insuficiencia de la premisa legalista consistente en la relación “facultamiento - límites negativos” (visualizar la prerrogativa o atribución de ejercicio discrecional y luego sus limitaciones), conforme la complejidad de la materia en análisis y las mentadas exigencias propias del ordenamiento público contemporáneo. En todo caso, cabe sostener que la fórmula para sustentar y articular la problemática de la discrecionalidad administrativa transita hoy día por el señalamiento de los deberes funcionales de la administración y su relación con los límites negativos o positivos que surgen de todo esquema de juridicidad habilitante (Tesis n° 5). La carga de la prueba y las elevadas exigencias sobre el procedimiento y la motivación que rigen en esta materia recaen en cabeza de la Administración. 

 
Se pone así en juego el alcance de los deberes funcionales que tiene que cumplimentar la administración. Para lo cual destacamos los siguientes deberes: 

a) en primer lugar, la necesidad de despejar todo supuesto de actividad ilegítima, irracional, ilegal, irrazonable o arbitraria –lo que podemos postular como el “deber de justificación”(que en lo esencial despeja límites negativos: que puedan surgir de la legalidad local o internacional)-; y 

 
b) luego procede la demostración del cumplimiento efectivo del interés público, ante el ya mencionado espacio de “auténtica” actividad discrecional, “concretizando” aquel en base a opciones, ponderaciones y valoraciones facilitadoras de las finalidades públicas normadas (no solo las que surgen de leyes locales); las que a la vez se deben poder traducir en criterios e indicadores objetivos de actuación administrativa coherentes con el mismo esquema habilitante y controlante aplicado para derivar aquella porción discrecional, a modo de programa de aplicación de una norma o política pública, en seguimiento de la legalidad local y/o internacional-. 

 
Ello se refleja en lo que podríamos denominar aquí como el “deber de ponderación objetiva” (Tesis n° 6).

 
Estos deberes se centran -respectivamente- y de modo prioritario, en las exigencias negativas o positivas de los principios y las normas en juego (locales e internacionales receptadas: art. 75 inc. 22 CN) y en la existencia de diferentes niveles, grados e intensidades de tutela de derechos y sus obligaciones adosadas (que veremos con más detalle más abajo). 

 
A tal efecto, como lo adelantamos y más abajo lo expongo, debe tenerse presente la existencia de niveles de mayor o menor intensidad normativa a la luz de los principios, las obligaciones, las condiciones de realización y los estándares de los derechos, todo respecto de aquellas opciones y decisiones administrativas que en principio se pretendan válidamente encuadrar como discrecionales.

 
Todo lo dicho exige pues tomar debida nota de los “impactos” del enfoque y la lógica de derechos en acción, como asimismo de los marcos conceptuales y habilitantes aplicables en la materia, todo lo cual tiene innegables efectos sobre el diseño, la orientación y la conformación de las estructuras y los procedimientos estatales y por lo mismo sobre las medidas públicas y las formas de actuación del Estado en general.  


 
PASO 3: Este paso (interdependiente, complementario) transita por verificar los niveles de obligaciones y estándares antedichos, de lo que cabe observar (como en sintonía lo refleja el PIDESC y la labor del Comité DESC, ver trabajo citado en nota 26) las siguientes precisiones orientativas: 

 
i) Por un lado los derechos humanos fijan contenidos mínimos
: integrados por obligaciones y estándares objetivos razonables que delimitan cada derecho –junto a las condiciones institucionales básicas de realización de los mismos-. Se trata del contenido constitucional y sustancial razonablemente protegido. Son las notas razonables o según lo indican algunos las propiedades categoriales sin las cuales cada derecho no puede ejercerse o reconocerse como tal y cuya ausencia importa conculcar su inalterabilidad (art. 28 CN). 

 
El mismo debe ser respetado, tratándose de una zona de no injerencia o sólo pasible de una modalidad de intervención positiva, activa y tuteladora (es decir no modulable vía la discrecionalidad!), tal como la que resulta exigible con mayor intensidad a nivel de las políticas públicas (por ej. vía el establecimiento de condiciones positivas que combatan problemáticas estructurales gravemente lesivas de la dignidad
). De tal forma, cabe “desempacar” según los casos y derechos en juego, una serie de obligaciones operativas, inmediatas y concretas a cargo del Estado (que el legislador local puede además enfatizar), que debe adoptar medidas prontas y deliberadas de satisfacción, orientadas lo más claramente posible hacia el pleno cumplimiento de las obligaciones así reconocidas, instrumentando todos los medios y recursos apropiados a su alcance. 

 
Es crucial que el Estado tenga presente y funde debidamente (de pretender ejercer una actuación discrecional) que no compromete la tutela del presente nivel, es decir del contenido normativo esencial protegido respecto de cada derecho, basándose para ello -nuevamente- en los principios y las obligaciones que definen el derecho de que se trate, que pueden condicionar mediante estándares objetivos -que vienen a ser reglados- y de modo más intenso las opciones administrativas (para lo cual, interesan los estándares y criterios objetivos con los cuales la jurisprudencia -sobre todo los órganos internacionales: tribunales, comités, órganos especializados, etc.- desarrolla estos principios y obligaciones,  “llenando” los contornos indefinidos de los derechos en su aplicación a los casos concretos).  
 
ii) Por fuera de los contornos del respeto a aquel “contenido esencial”: y en las zonas más “abiertas” (es decir sin limitaciones negativas trazadas por la legalidad local o internacional) que también vinculan progresivamente los contenidos y alcances del derecho o de los derechos, cabe aplicar delimitaciones o articular razones de compatibilidad entre derechos y/o intereses, desarrollando aún más el deber de ponderación y las valoraciones, criterios e indicadores objetivos consecuentes (cuestiones que aquí fijamos como Tesis nº 7). 

 
Algunos autores como sabemos recurren a la ponderación o a relaciones de preferencias –condicionadas-. Aquí vamos a limitarnos a reconocer que tal tesis remite en definitiva a la aplicación del principio de razonabilidad: pero ello, siempre a la luz de un particular lenguaje y enfoque “de” derechos (y “entre” derechos), cuyas exigencias recaen también sobre la función administrativa (aunque diferenciando, por supuesto, la autotutela declarativa de la función judicial). 

 
En este contexto cabe situar al desarrollo profundizado del ejercicio del antedicho “deber de ponderación” (base de la actividad propiamente discrecional, reconocido en las Tesis n°5 y n°6 y que debe ser encuadrado y ejercido de modo coherente con el esquema habilitante que surge de la Tesis n° 4).

 
Para ello, dicha posición también ha de fundarse y basarse en argumentaciones encuadradas en el enfoque de derechos de base constitucional y convencional: por ej. sosteniendo la necesidad de tutelar –según los mismos hechos relevantes- obligaciones del Estado también comprometidas frente a otros derechos fundamentales o intereses concurrentes (debiendo acreditar: ¿cuáles son éstos?, ¿con qué políticas, límites y recursos se cuentan?, ¿qué controversias se advierten al efecto entre derechos o posiciones diversas?, ¿qué valoraciones, metas, estrategias o prioridades corresponde seguir o establecer?, entre otros).
 
En función de todo lo expuesto, surge que localizados ante ciertos vacíos, indeterminaciones o ante una falta de programación de una norma de base legal, no cabría per se hablar –sin más- de espacios discrecionales o de probables indiferentes jurídicos. 

 
En tal sentido, ante la perspectiva de juridicidad (derechos en acción) que actualmente se perfila como dominante sobre el derecho público contemporáneo, hay que verificar (en cada caso de interés) de qué modo actúan los marcos conceptuales y el enfoque del sistema de los derechos en acción, a los fines de que la administración se vea ante la necesidad de proceder a despejar las opciones y los pasos interdependientes que surgen de la metodología antes sintetizada (verificando límites negativos o positivos, el deber de justificación, el deber de ponderación objetiva -en base al cual, debidamente clarificado, es posible invocar y ejercer una legítima porción discrecional que así se entienda habilitada por la legalidad local o internacional-).  
 

 
En definitiva, ello importa llevar adelante una política pública ejecutoria de los fines o directrices estratégicas normadas, siempre en términos de efectivizacion y realización de los derechos (una suerte de programa de ejecución de la legalidad local e internacional, conforme los parámetros que surgen de los esquemas de juridicidad habilitantes y controlantes). Empero, tales valoraciones no eximen a la administración de tener que precisar los criterios e indicadores -positivos y objetivos-, los principios, las obligaciones y los estándares y parámetros discernibles bajo los cuales ella misma acredita, resuelve y desarrolla la existencia y los alcances de la mentada discrecionalidad en su sede aplicativa. 

 
En similar sintonía, cabe recordar que diversos autores se pronuncian -hace tiempo ya- sobre la aplicabilidad de los principios generales del derecho, recordando que los mismos “operan como garantías que impiden el abuso de las potestades discrecionales por parte de la Administración pues si aquellos son la causa o base del ordenamiento jurídico no puede concebirse que el ejercicio de los poderes discrecionales pudiera controvertirlos”
. En similar orden de ideas, cabe expresar que la perspectiva de derechos en examen parte de recordar aquel pilar sostenido por García de Enterría, referido a que la administración "no tiene poderes discrecionales contra los derechos fundamentales de la persona”
, no obstante lo cual hemos intentado ofrecer un esquema de análisis que amplia dicho espectro hacia el examen de la injerencia de las obligaciones positivas y de garantía que hemos integrado a los pasos metodológicos en análisis. 

IV.- El litigio estructural: un claro ejemplo de la perspectiva de derechos en la jurisprudencia fueguina 

 
Muy brevemente (seleccionando un claro ejemplo -a mi entender de un valor a título de leading case en la materia
- entre diversos casos de interés) y con el fin de ilustrar sobre la recepción de elementos propios de la perspectiva de derechos en acción y la metodología antes desarrollada en la jurisprudencia fueguina, corresponde examinar el siguiente caso: 
Autos: “Molinari, Mario E. y Asociación de Profesionales del Hospital Regional de Ushuaia s/ Amparo” (Exp. ante la Cámara de Apelaciones Nº 4017/05), fallo del 27/10/2005, votos de Josefa H. Martín –en disidencia-Francisco Justo de la Torre y Walter Tabárez Guerrero. Admite la apelación. Revoca la sentencia de primera instancia. Hace lugar a la acción de amparo y ordena al Ministro de Salud de la Provincia, en el plazo de quince días para que proceda a proveer los insumos indispensables para la provisión regular del servicio en el Hospital.  


Fundamentos judiciales a destacar: 
 
- El Dr. De la Torre, disiente con la colega preopinante, “en la convicción que los principios jurídicos tienen que adaptarse a cada realidad histórica, aplicándoselos en función de las situaciones singulares”. Desde dicho enfoque, se tienen presente diversos fundamentos y se sustenta el estudio en importantes autores y basamentos constitucionales, amén de ilustrar sobre la jurisprudencia de la CSJN y recurrir a la normativa relevante típica de la perspectiva de derechos fundamentales -comprensiva también de las normas provinciales
-.  


 
En este voto, se sostiene: 1) que la reforma de la carta magna de 1994 abrogó parcialmente aspectos incompatibles de la ley 16986, estableciendo que la idoneidad de la vía se guía por criterios de brevedad, sencillez y eficacia en la protección de derechos constitucionales, caracteres que por regla no reúne la vía contencioso-administrativa. Si en abstracto esta última vía se pudiera considerar mas conveniente, en su operatividad específica no alcanza similar tutela a la que pueda brindar el amparo, por lo que deben extremarse los recaudos para no causar un agravio irreparable al interesado; 2) que las garantías constitucionales están dadas para la protección de las libertades, y están dirigidas frente al Estado. Y que la atención de los intereses públicos merece el debido cauce procesal. También que la constitución sanciona aquello que reconoce justo y no cabe entender ello en el sentido contrario; 3) que constituye una obligación indelegable del Estado, preservar la vida y la salud de la población organizando servicios y prestaciones, sin perjuicio de las competencias y responsabilidades de obras sociales o medicinas prepagas; 4) que los derechos de incidencia colectiva atañen a una noción superadora tanto del derecho subjetivo como del interés legítimo y requieren ser tutelados mediante el acceso irrestricto a la justicia y esa protección judicial debe efectivizarse a través de un recurso sencillo y rápido; 5) Con cita de la CSJN se afirma que el amparo es la vía idónea, frente a la cual no cabe atenerse a un excesivo rigor formal, lo que no solo desconoce la verdad jurídica objetiva sino que tal acción está destinada en el caso a salvaguardar la vida y la salud, diciéndose que “la vida de las personas y su protección –en especial el derecho a la salud- configuran un bien fundamental en si mismo. El derecho a la vida es un presupuesto necesario para el ejercicio y goce de otros derechos...el derecho a la salud está íntimamente relacionado con aquel y con el principio de autonomía personal...extensivo no solo a la salud individual sino también a la salud colectiva”; 6) con cita del preámbulo de la CADH, se afirma que los derechos esenciales del hombre tienen como fundamento los atributos de la persona humana; 7) Se sostuvo que el informe de la accionada lejos estuvo de cumplimentar el equivalente a la contestación de demanda, revelándose como inidóneo para satisfacer el fin procesal exigido: “el informe luce francamente dogmático, voluntarista y carece de rigor científico, ya que se limita a cuestionar la ausencia de requisitos para la admisibilidad del amparo, a endilgar fines inconfesables en su promoción y una actitud hostil de la parte actora”. Al incurrirse en vagas afirmaciones y omitir contestar puntualmente el traslado, ello equivale a un reconocimiento de los hechos afirmados en la demanda; 8) que la documental acompañada con la acción “detalla las graves falencias que padece la unidad sanitaria...guarda concordancia con la restante prueba acompañada”; 9) que respecto de los expedientes citados en el informe, no se precisa “la fecha en que se podrán satisfacer las necesidades calificadas como extremadamente urgentes”. Se agrega que la administración se estaría transformando en agente de daño y no de protección jurídica; 10) Se afirma que no existen en el ámbito provincial normas tendientes a asegurar un programa provincial de garantía de calidad la atención médica pública, sobre la base de criterios de equidad, solidaridad, eficacia, eficiencia y calidad, no asegurándose un estándar mínimo de calidad asistencial médica. Y a continuación, en un párrafo contundente y preciso, se afirma que aunque no existan normas, la falta de provisión de insumos constituye “una clara violación de preceptos constitucionales que garantizan el derecho a  la salud, y los jueces tienen el deber de proveer a la tutela judicial inmediata, en tanto derecho inalienable derivado de la dignidad humana, y los habitantes son acreedores del débito estadual y están en condiciones de exigir a las autoridades el aseguramiento de un estándar mínimo de calidad de atención, tanto en recursos humanos como en suministro de materiales y elementos inherentes a indispensables a la actividad sanitaria, para hacer efectiva la prestación de la obligación constitucional en materia de derechos sociales a cargo del Estado”.  

 
 Párrafo aparte, merece destacarse el hecho de que con cita del precedente “Verbitsky, Horacio s/ Habeas Corpus”, de la CSJN, se sostiene que “si bien los jueces no pueden imponer estrategias específicas en las distintas áreas de gobierno, no cabe hesitar que ‘las políticas tiene un marco constitucional que no pueden exceder, que son las garantías que señala la Constitución...es verdad que los jueces limitan y valoran la política, pero sólo en la medida en que excede ese marco y como parte del deber específico del Poder Judicial. Desconocer esta premisa sería equivalente a neutralizar cualquier eficacia del control de constitucionalidad. No se trata de evaluar qué política sería más conveniente...sino evitar las consecuencias de las que clara y decididamente ponen en peligro o lesionan bienes jurídicos fundamentales’(...)”.

 
Por último, en orden a la ejecución de la orden judicial, se prevé la conformación de una comisión tripartita (compuesta por un representante del ministerio, el director del nosocomio y un representante de la asociación actora) con el objeto de determinar los insumos imprescindibles para el normal funcionamiento del Hospital, conforme los requerimientos actuales. La misma debe expedirse en cinco días y a partir de allí corren los quince días para que el ministro de salud abastezca el Hospital. Asimismo, se encomienda a la comisión a reunirse cada tres meses, para valorar las necesidades funcionales existentes, pronunciarse sobre el particular y evitar en lo ulterior situaciones análogas. 

 
- A su turno, el Dr. Walter TABÁREZ GUERRERO, consideró que: “Las citadas probanzas, evaluadas en forma armónica y conjunta, reflejan la existencia de una situación extremadamente delicada en el mencionado ámbito asistencial -determinada por carencias de distintos insumos y equipamiento considerados esenciales, como así también falencias en orden al funcionamiento y/o mantenimiento periódico de estos últimos elementos-, factible de poner en riesgo cierto el normal y adecuado servicio de salud que debe prestar el Hospital...Tengo entonces por acreditada la existencia actual, cierta y real de una lesión -por restricción provocada con arbitrariedad manifiesta- a un derecho constitucionalmente protegido (el derecho a la salud), que el Estado provincial está obligado a garantizar “mediante acciones y prestaciones” (art. 53 Const. Prov.). La restricción, cabe aclarar, surge por reducción, disminución o limitación al derecho, según la prueba aportada y ya analizada, en cuanto el Hospital no cuenta con insumos, medicamentos y equipamiento básicos para brindar adecuadamente el servicio que debe prestar a la comunidad. Y la arbitrariedad manifiesta surge de la falta de provisión de dichos elementos e insumos, sin que se haya dado razón suficiente de una imposibilidad actual”.

Fallos como el aquí comentado, dan concreta vigencia y operatividad, a los elementos, principios, estándares y parámetros que hemos resaltado como integrantes de la perspectiva de los derechos en acción, obrando de modo acorde a las máximas humanistas receptadas por la doctrina de nuestra Corte Suprema de Justicia, cuando afirmara que “el hombre es eje y centro de todo el sistema jurídico y en tanto fin en si mismo –más allá de su naturaleza trascendente- su persona es inviolable y constituye valor fundamental con respecto al cual los restantes valores tienen siempre carácter instrumental” 
.   Así, también cabe reconocer que ineludiblemente esta concepción constitucional significa que la posibilidad efectiva de elegir y materializar planes de vida (principio de autonomía personal, art. 19 C.N.) requiere de bienes y recursos que deben ser proporcionados por el Estado mediante prestaciones positivas
.

En dicho contexto, el término salud, dentro de la expresión “derecho a la salud”, salvando ciertas problemáticas del lenguaje
, ha sido  definido en forma amplia por la Organización Mundial de la Salud. Esta ha dicho que como tal, se trata de: “un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de enfermedad”. En cuanto al derecho a la salud, desde la perspectiva y el enfoque que venimos abordando en el ensayo, importa destacar que es el conjunto de obligaciones positivas asumidas por el Estado lo que atribuirá su sentido y significado, su alcance y aplicabilidad, conformando un complejo de obligaciones a cargo del Estado. En el caso se ponen de resalto principalmente obligaciones negativas y positivas tendientes a evitar que la salud sea dañada, pero también obligaciones tendientes a asegurar la asistencia médica una vez producida la afectación a la salud lo que hace al “derecho a la atención o asistencia sanitaria”. En este importante marco, juegan las normas fundamentales al fijar como eje obligaciones indispensables a cargo de las autoridades, tales como la de planificar y prever los recursos indispensables
. 

 
Se trata, así, de contemplar y reconocer judicialmente la existencia de un complejo de obligaciones positivas y negativas por parte del estado, siendo fruto de una conceptualización rigurosa la necesaria admisión de un continuum de derechos/obligaciones
, que despeja un enfoque de confrontación o jerarquías normativas, para centrarse en la razonable catalogación del contenido esencial o mínimo del derecho social en examen. 
 
En orden a fijar tales contenidos, cabe tener en mente que el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en la Observación General Nº 14, “El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (2000)”, estableció entre otros elementos esenciales de realización de este derecho, el de la  Disponibilidad que consiste en contar con un número suficiente de establecimientos, bienes y servicios públicos de salud, así como también, de programas sanitarios-, como el de la  Calidad que consiste en la capacitación del personal y la provisión del equipamiento hospitalario e insumos pertinentes. 

 
Sobre estos recaen las consecuentes obligaciones estatales, entre las cuales se resalta la obligación de cumplir, la que requiere que los Estados adopten medidas apropiadas de carácter legislativo, administrativo, presupuestario, judicial o de otra índole para dar plena efectividad al derecho a la salud
. 

 
Resulta entonces, efectivamente “saludable” este fallo, ya que implica dar dimensión y concreta vigencia a una construcción política constitucional que se da en llamar estado social de derecho o constitucionalismo social, adscribiendo al “bloque de constitucionalidad”, en el que – como lo sostiene importante doctrina- por detrás de la declaración de derechos hay un conjunto de ideas que -por referirse al hombre cultural social y político- adjetivamos como políticas o jurídicas y que configuran una serie y un cúmulo de principios acerca de la inviolabilidad de la persona humana y el derecho, más todo lo que valoramos que esas ideas “deben ser”
.
V.- Conclusiones
 
1) La lógica de red y de interacciones aplicables a la dinámica de los derechos (la piedra basal del ensayo) pone especialmente de manifiesto la íntima vinculación de los institutos y las políticas públicas con la gestión de la realización social de los derechos, a la luz de las obligaciones generales y particulares objeto de operacionalización, según cada contexto y decisión en juego.  


  
Fruto de dicha metodología (como lo refleja en numerosos casos la jurisprudencia internacional y local) surgen nuevos redimensionamientos de los derechos y atribuciones de sus sentidos y significados, junto al aporte de criterios de interpretación, de trascendentes clasificaciones (por ej. la distinción de la dimensión subjetiva y objetiva de los derechos) y -en suma- de estándares objetivos e importantes indicadores de interés, entre otros aspectos que a su vez ponen de resalto la vinculación de la perspectiva y el enfoque de derechos fundamentales con numerosas acciones, estrategias, instituciones y herramientas de protección, garantía y gestión -realización social- de aquellos. Como lo vimos, ello permite el juego de importantes articulaciones a resultas de la labor de las instituciones de control jurisdiccionales y también desde los mecanismos e instancias (estatales) de gestión y garantía no propiamente judiciales.  

 
2) Los derechos requieren –en sus plenas dimensiones- de instituciones, valores y prácticas sociales sostenedoras y, agregamos, de un sistema político efectivamente republicano y democrático, cuya “calidad institucional” se refleje en un mínimo de condiciones y presupuestos necesarios a tales fines. Las políticas han de valorarse como conjuntos interrelacionados que deben funcionar en plena conformidad a las instituciones superiores (en este caso el orden constitucional y convencional: art. 75 inc. 22 CN) y que importan respetar y desarrollar creativamente (por ej. vía criterios de ponderación e indicadores objetivos) las injerencias de los principios y las obligaciones que surgen del sistema y de las relaciones de los derechos fundamentales en acción (que entre otros efectos no permiten recurrir únicamente a miradas sectoriales, ni a una lógica de "costos-beneficios" de las intervenciones públicas, descartando además todo tipo de clientelismo). Como lo hemos dicho, se trata con ello de conectar la institucionalidad pública con la gestión y realización social de los derechos desplegando mecanismos y garantías (controlables) de acceso, goce y cumplimiento efectivo.

3) En la tarea de concretizar y realizar el interés público así comprometido en cada caso, la creatividad puesta de manifiesto en el despliegue de acciones u opciones idóneas, inteligentes, estratégicas y eficaces importa a la vez para la Administración lograr fundar y traducir sus ponderaciones y valoraciones en criterios y parámetros objetivos de actuación, que tengan debida recepción, sentido y encuadre en la legalidad local o internacional receptada a nivel interno (art. 75 inc. 22 CN). El seguimiento y desarrollo de criterios e indicadores –de aplicación doméstica-, ligados a los problemas de información y conocimiento a sortear según los casos y conectados con medidas y políticas públicas de interés, puede aportar así parámetros que permiten valorar y justificar la existencia de márgenes de discrecionalidad legítima, siempre en términos de decisiones públicas de satisfacción o de cumplimiento de los complejos de derechos en acción y atendiendo a niveles y grados que se encuentren en juego al respecto.
 
4) La discrecionalidad puede ser catalogada como un ejercicio razonable de la función administrativa, involucrado en la concretización del interés público y al servicio de una finalidad pública normada, que en lo sustancial implica establecer y “llenar” las propias valoraciones y ponderaciones administrativas, pero con la salvedad de que éstas se deben poder traducir y medir en base a criterios e indicadores dinámicos y objetivos de actuación y control, concretando con todo –la Administración- una adecuación y una útil y efectiva adaptación, ajustamiento y aplicación de las obligaciones y estándares que surgen de los esquemas de juridicidad relevantes (la legalidad internacional -y sus órganos de aplicación, además de las pautas contempladas por el legislador local) en base a los cuales pretende fundar la propia “porción” de actividad discrecional en cuestión. 

 
Se trata con ello de profundizar en el conocimiento y aplicación de la metodología y el enfoque de los derechos en acción, incorporando y procesando útil y dinámicamente la perspectiva del diálogo entre derechos, principios y obligaciones, sumados los contextos, las necesidades, las realidades y alternativas locales, etc. todo al formular, instrumentar y evaluar estrategias de intervención.  

 
Ello permitirá luego ir monitoreando y reajustando planes, políticas y programas, pero haciéndolo dentro de una perspectiva, lenguaje y enfoque de garantía, cumplimiento y realización progresiva de los derechos.

 
Se trata, pues, de dar una direccionalidad al ejercicio de la discrecionalidad en términos de fortalecimiento institucional, superando toda débil inclusión del enfoque de derechos, en el marco del accionar estatal en su conjunto.
 
El ejercicio de la discrecionalidad administrativa importa llevar adelante una política pública ejecutoria de los fines o directrices estratégicas normadas (una suerte de programa de ejecución de la ley o -siempre en tutela activa y administrativa de los derechos- de los esquemas -superiores- de juridicidad que sean suficientemente habilitantes). Empero, tales valoraciones no eximen a la administración de tener que precisar los criterios positivos y objetivos o los parámetros e indicadores bajo los cuales ella misma entiende, ejerce y resuelve la mentada discrecionalidad en su sede aplicativa.

 
5) A modo de contribución metodológica, hemos propuesto el seguimiento de ciertos pasos (1 a 3), que coadyuvan a la inserción de la lógica y la perspectiva de los derechos en acción desde un esquema de juridicidad habilitante y controlante, precisando sus injerencias metodológicas de interés.

 
Dichos pasos se basan en las siguientes tesis (interrelacionadas) adoptadas en el ensayo, que receptan las principales injerencias de dicha perspectiva sustancial: 


- Tesis n° 1: un aspecto central tanto del desarrollo como del control del ejercicio de la función administrativa y de los variados institutos iusadministrativos, guarda relación con verificar de qué modo y forma se dimensionan los derechos y se delimitan y ponderan con corrección las obligaciones y condiciones de realización involucradas en cada caso, con el objeto de que estos complejos (de derechos en acción) puedan ser operativizados y controlados racionalmente en su aplicación, según los diversos fines estatales, principios, contextos y estándares en juego. 

 
- Tesis n° 2: el enfoque de derechos guarda una especial relación con la efectivización de las condiciones mínimas de la ciudadanía plena -vida digna y autónoma- y la provisión de las capacidades básicas que requiere su ejercicio, aspectos que permiten observar a las políticas sociales (y al conjunto de instituciones sostenedoras) bajo la luz de la justicia sustantiva y en función de una alta demanda de calidad, respuesta y control institucional.
 - Tesis n°3: La discrecionalidad puede ser catalogada como un ejercicio razonable de la función administrativa, involucrado en la concretización del interés público y al servicio de una finalidad pública normada, que en lo sustancial implica establecer, “llenar” o desarrollar las propias valoraciones y ponderaciones administrativas, con la salvedad de que estas opciones deben tener suficiente habilitación jurídica y se deben poder traducir en criterios e indicadores dinámicos y objetivos de actuación y control.

 
- Tesis n° 4: La Administración debe para ello proceder en base a cierto marco de juridicidad (que puede no solo involucrar a la legalidad local) suficientemente habilitante y controlante de dicha discrecionalidad, cuadro que en lo sustancial viene integrado por la perspectiva y el enfoque de satisfacción de los complejos de derechos en acción vinculados a la misma “porción” discrecional que pretende ejercerse (comprensivo de derechos, principios, obligaciones, estándares, condiciones de realización y cumplimiento de los derechos: cuales componentes de la tutela administrativa efectiva del caso).
 
-Tesis n° 5: La fórmula para articular la problemática de la discrecionalidad administrativa transita hoy día por el señalamiento de los deberes funcionales de la administración (por ej. deberes de justificación y de ponderación) y su relación con los límites negativos o positivos que surgen de todo esquema de juridicidad controlante y habilitante.

 
- Tesis n° 6: Mediante el deber de ponderación procede la demostración del cumplimiento efectivo del interés público, ante un espacio de “auténtica” actividad discrecional, “concretizando” aquel en opciones, ponderaciones y valoraciones facilitadoras de las finalidades públicas normadas, que se deben traducir en criterios e indicadores objetivos de actuación administrativa; todo lo cual debe ser coherente con el esquema habilitante que surge de la Tesis n° 4.
 
-Tesis nº 7: desarrollando aún más el deber de ponderación y las valoraciones, criterios e indicadores objetivos consecuentes, cabe aplicar en su caso delimitaciones o articular razones de compatibilidad entre derechos y/o intereses. 

 
Como lo hemos dicho, localizados ante ciertos vacíos, indeterminaciones o ante una falta de programación de una norma de base legal, no cabría per se hablar –sin más- de espacios discrecionales o de probables indiferentes jurídicos. 

 
En tal sentido, ante la perspectiva de juridicidad (derechos en acción) que actualmente se perfila como dominante sobre el derecho público contemporáneo, hay que verificar (en cada caso y política de interés) las injerencias de las tesis postuladas (tendientes a revelar de qué modo se conceptúan y aplican en sede administrativa los marcos conceptuales habilitantes y el enfoque del sistema de los derechos en acción). Ello, requiere que la administración se vea ante la necesidad de proceder a despejar las opciones y los pasos que surgen de la metodología de control sintetizada (verificando límites negativos o positivos, cumpliendo el deber de justificación, el deber de ponderación, etc.). 

 
De tal forma, podrá comprobarse:

 
a) si tales indeterminaciones resultan “cubiertas” (y con que límites e intensidad!) mediante los principios, estándares, condiciones, factores y criterios objetivos que surgen de todo el plexo jurídico-interpretativo del sistema de los derechos humanos, según las circunstancias fácticas de cada caso concreto. De tal modo, se podrán localizar tanto prohibiciones de actuación, como estándares -inteligibles- que delimiten, guíen, orienten u obliguen positivamente a la administración, en cuanto a los fines y contenidos de su actuación, bajo un grado de precisión suficiente y necesaria para el caso concreto, es decir de modo reglado: por ej. el caso del Comité DESC, Observación General nº 4, en torno al significado de la noción de “vivienda digna”. De allí que los límites jurídicos intrínsecos (que en última instancia habilitan el control judicial) no solo pueden emanar del legislador, sino también de otras fuentes superiores donde consten parámetros o criterios objetivos que lo tornen viable; y 

 
b) Si no existen tales factores y limitaciones negativas o regladas, en un grado de precisión suficiente, necesaria o adecuada para el caso concreto de que se trate (según la legalidad internacional o local), allí seguramente se centrará la discusión sobre la existencia, finalidades y los alcances de alguna “porción discrecional” inserta en los marcos de juridicidad habilitantes y controlantes que consagren las alternativas objeto de consideración. 

 
Principalmente hemos postulado que la administración debe configurar tales marcos con precisión y valorar y justificar con dicha base su propio accionar, resolviendo la discrecionalidad en su propia sede (por ej: por vía reglamentaria, integrando o configurando el supuesto de hecho imperfecto de la norma: es decir las circunstancias finalmente determinantes de la aplicación de determinada consecuencia jurídica). Para ello, reiteramos, también debe recurrir a los marcos conceptuales habilitantes y a los fines y contenidos propios de los principios, las obligaciones y los estándares de derechos humanos, que se manifiestan en el caso, a diferencia del supuesto a) anterior, bajo una menor intensidad de regulación normativa, concretando de tal forma el antedicho deber de ponderación objetiva en sus justos y útiles contenidos y alcances.

 
A resultas de las tesis y los pasos metodológicos que elaboramos en el ensayo, surge que al menos debería poder demostrar el Estado que con las soluciones o valoraciones propuestas por su parte:
 
1) no afecta los contenidos constitucionales esenciales, protegidos y/o garantizados respecto del derecho de que se trate y no trasvasa limitaciones negativas de su accionar;

 
2) que en ciertos casos –y salvada dicha exigencia- existen necesidades, valoraciones, alternativas y circunstancias posibles a cargo de la Administración (inclusivas de la necesidad de tutelar, compatibilizar y/o gestionar no solo algún tipo de derecho -por ej. reclamado por la parte interesada- sino otros derechos o posiciones -por ej. de terceros–) 

 
Ello podrá tener efectos incluso como forma de configurar el caso o la controversia administrativa (o de prevenir o solucionar extrajudicialmente la misma-) en cuanto al ejercicio de la función administrativa, según sus fines constitucionales. 
 
 
En dicho orden de ideas, hemos verificado (mediante un caso paradigmático) la efectiva incorporacion y utilización de la perspectiva de derechos en acción en la jurisprudencia fueguina, pronunciamiento que ejerce una metodología crítica de análisis del ejercicio del accionar administrativo, que se encuentra en línea con las renovadas exigencias que postulamos sobre el control de la actividad estatal.  

 
Una de las formas inteligentes de limitar tales espacios, consiste en articular las debidas garantías organizativas (garantías formales, con más los aspectos relativos a la idoneidad y la imparcialidad de los órganos) y procedimentales (audiencia, participación, etc.). 

 
La demostración de la persecución concreta del interés público (gobierno, actividad política, etc.), según lo que es legítimo y querido por la Constitución y por la Ley para poder administrar –servir a los intereses generales-, pone a prueba también el tipo de instrumentos -idóneos y flexibles- que exige el dinamismo administrativo y la celeridad, la economía, la sencillez y la eficacia en torno a las respuestas ajustadas a las cambiantes necesidades. La auténtica discrecionalidad se localiza así cuando estamos ante el margen del acierto o error (no jurídico): ante aquello que se puede o no compartir y que surge de los propios marcos de juridicidad habilitantes y controlantes que venimos considerando. 

 
La indeterminación del fenómeno real a subsumir en la norma (usualmente por remisión legal a criterios o valoraciones extra jurídicos: en el ámbito donde los tribunales solo entrarían “aportando sus propias razones” y no las del derecho), se debe al propio fin de la norma, dentro de lo casuístico y concreto del programa de aplicación – cuando ello admite pluralidad de programas o soluciones posibles en su individualización, en el campo de lo preferible o posible, etc.-. Asimismo, lo mismo puede estar en juego ante la necesidad de integrar aspectos, intereses, factores y valores diversos, o cuando existan cuestiones técnicas complejas –y opinables- o tratarse de reglamentos que no sean de simple ejecución o ante supuestos de planificación estratégica, etc., como también al crear servicios, promover ciertas actividades o prestaciones, medidas de fomento y asistencia, entre otros aspectos similares. 

 
Empero, como ya ha sido expuesto, a la luz de una perspectiva de derechos en acción podemos localizar y derivar ciertos pasos metodológicos y tesis (controlantes) de interés que requieren que las legítimas ponderaciones y valoraciones administrativas se vean traducidas en criterios objetivos de actuación, que resulten debidamente insertos y fundados en sólidos marcos conceptuales y habilitantes y que atiendan a los diversos niveles de principios, obligaciones y estándares aplicables: de allí la importancia de prestar atención a la lógica y al enfoque propio de aquella perspectiva y al fiel cumplimiento de los deberes funcionales que al respecto recaen sobre la actividad administrativa y los funcionarios intervinientes. 

�	 Abogado (UBA, especializado en derecho público y en derecho penal. Diploma de honor). Actual Prosecretario Contencioso Administrativo por concurso (Juzgado Laboral, Ushuaia) y Docente Investigador (UNTDF, IDEI). Especialista en derecho administrativo (UB). Postgrado en Derecho Constitucional Práctico (UBA). Cursa la Diplomatura en Derecho Público (Universidad Austral). Ex Secretario Legal y Técnico (Provincia de Tierra del Fuego). Ex Profesor de UBA XXI  por orden de mérito-concurso (Ciencia Política). Autor de diversos ensayos y publicaciones en derecho público y conferencista en tales materias.


	(Nota: el presente trabajo fue presentado como base de la ponencia en las jornadas y encuentro regional del 16/6/16 “El proceso Administrativo como herramienta para la tutela de los derechos fundamentales” -AADA, CPAU, ushuaia- y será publicado en el suplemento de derecho público elDial.com -diciembre, 2016-). (contacto: oliveroeduardo@hotmail.com).


�	 La doctrina ciertamente viene enfatizando –de modo creciente- la configuración, aplicación y/o vinculación de los institutos iusadministrativos a la luz de los sentidos y fines constitucionales y convencionales previstos por nuestro ordenamiento fundamental (CN, 1994), que obran en calidad de parámetros jerárquicos y criterios rectores de aplicabilidad. Sobre el cambio de paradigma dado por la titularidad de los derechos fundamentales ante la prevalencia de la posición de la Administración, ya se expedía E. García de Enterría (en Hacia una nueva justicia administrativa, Civitas, Madrid, 1989, cap. II). Reconociendo la entronización de la dignidad de la persona frente al poder como un cambio copernicano en las bases de justificación de las conductas públicas y resaltando los renovados cambios sustanciales derivados (entre ellos la importancia actual de la buena fe y de la tutela judicial efectiva y desde “Astorga Bracht” la tutela administrativa efectiva) ver, entre otras posiciones del mismo autor, F. García Pullés Función pública, tutela administrativa efectiva y las nuevas versiones del acto administrativo, RaP (411), Secc. D.E., 85 y Otras perspectivas del contencioso administrativo, en LA LEY 28/11/2012, 28/11/2012, 1 - LA LEY2012-F, 1116 –. Carlos Balbín afirma en similar sintonía que: "el fundamento del Derecho Administrativo es el reconocimiento de derechos…el paradigma es…el equilibrio del poder entendido como el conjunto de prerrogativas que persiguen el reconocimiento de derechos versus otros derechos…equilibrio entre derechos con intermediación del poder estatal…El Derecho Administrativo no debe pues analizarse desde el poder y sus prerrogativas sino desde los derechos fundamentales…no sólo como límites de aquél sino como justificación…” , en su Manual de Derecho Administrativo, La Ley, Buenos Aires, pag. 29. Ver también: Gutierrez Colantuono, Pablo A –Juan Bautista Justo –colab- Administración Pública, Juridicidad y Derechos Humanos, Abeledo Perrot, Bs As, 2009. Me remito a los autores y temáticas tratadas en E. R. Olivero, El interés público ante el “enfoque de derechos”: análisis doctrinario y jurisprudencial (Publicado en Suplemento Derecho Administrativo, Jurisprudencia Argentina, 2013 - IV, fasc. 9, pag. 20, del 27/11/2013) y en E.R. Olivero, La Matriz Iusfundamental: Acción cultural-Derecho de Incidencia Pública y Estatal, Ed. Utopías, Ushuaia, 2011 (con prólogo del Dr. Walter Carnota).


�	 Cabe recordar que las constituciones modernas, como lo ejemplifica el caso de las Constituciones de la C.A.B.A. y de la Provincia de Tierra del Fuego A. e I.A.S., han receptado no solo instrumentos internacionales de derechos humanos sino también capítulos relativos al contenido de determinadas políticas, reconociendo así las injerencias sustanciales que fluyen de tal perspectiva, lo que a su vez conecta con el accionar de múltiples y renovados actores vinculados a los nuevos derechos y garantías previstos. A su vez, la jurisprudencia de los Estados –entre nosotros bajo el impulso principal de la Corte Suprema de Justicia de la Nación-, en seguimiento –que no excluye el dialogo crítico- de la actividad desplegada por los órganos de aplicación de aquellos instrumentos internacionales, viene reconociendo la existencia de determinadas obligaciones estatales impostergables (ligadas a determinadas prestaciones positivas relativas a los derechos sociales) frente a las cuales no es dable sostener (menos a título autosuficiente) el recurso a argumentos tales como los de la afectación a la división de poderes o la necesidad de resolver cuestiones presupuestarias (ver así M. Daniele, Exigibilidad jurisdiccional de los llamados “derechos sociales” en la jurisprudencia argentina, en La Ley, “Suplemento Extraordinario, Administrativo, 75º Aniversario”, agosto de 2010, pag. 28 y sigs y los diversos precedentes allí reseñados. En dicha misma obra, L. F. Arias, en La justicia frente a la transformación social, con cita de diversos precedentes de la CSJN, recuerda entre otros al precedente “Verbitsky” -Fallos 328:1146-, donde se señalara que no hay intromisión indebida del poder judicial respecto de los ámbitos de los demás poderes, cuando se tiende a tutelar derechos o suplir omisiones en la medida en que los mismos puedan estar lesionados).


�	 Jaime Rodríguez-Arana Muñoz, El Derecho Administrativo en el siglo XXI, publicado en eldial.com-DCE89, del 11-07-2008; Juan M. González Moras “La Internacionalización del Derecho Administrativo argentino. Principales causas y consecuencias”, en Revista Argentina del Régimen de la Administración Pública, Año XXIX-348. Para mayores desarrollos de esta trascendente orbita jurídica y sus principales implicancias: Olivero E. T.- Y. Fernández, El control convencional (sistema interamericano), en  W. Carnota - P. Maraniello (Directores. Con la coordinación de G. Leontina Sosa -), Tratado de los Tratados Internacionales, T. I,  La Ley, Bs As, 2011.


�	 Ver así, C. Caputi y A. Salvatelli Manifestaciones de la globalización en la jurisprudencia de la corte suprema sobre el derecho administrativo, La Ley, Suplemento Extraordinario, Administrativo, 75º Aniversario, agosto de 2010, pag. 146 y sigs; Inés D’ Argenio, en Trascendencia institucional del litigio de derecho público (en � HYPERLINK "http://www.adaciudad.org.ar/"��www.adaciudad.org.ar�, pto. A, 2 y sigs); N. Diana y N. Bonina, en La senda del derecho administrativo en la jurisprudencia de la CSJN, La Ley, Suplemento Extraordinario, Administrativo, 75º Aniversario, agosto de 2010, pag. 40 y sigs. Sostiene P. Gutiérrez Colantuono que: "Es la realización en concreto de la felicidad del hombre mirada en su triple dimensión de intereses —individuales, colectivos y sociales— la que otorgará contenido real a la noción del bienestar general”, en Derechos y prerrogativas públicas: aspectos de un nuevo orden, La Ley, 03/10/2012.


�	  Que no tolera prácticas excluyentes y que apunta a la ampliación de los titulares de los derechos, a la vez de las circunstancias protegidas por los mismos y las consecuentes obligaciones comprometidas que integran cada derecho en juego:“...Los derechos humanos como derechos subjetivos son demandas moralmente sustentadas y con pretensiones de legitimidad. El reconocimiento de los derechos humanos como ‘exigencias éticas justificadas y especialmente importantes’ es también lo que sostiene la idea de universalidad...las consecuencias prácticas...provienen de la unión entre la idea de igualdad y la universalidad...por medio del análisis de los contextos en que se encuentran los sujetos...la igualdad jurídica no es más que la idéntica titularidad y garantía de los mismos derechos fundamentales...” (Vázquez D. - S. Serrano, “Principios y obligaciones de derechos humanos: los derechos en acción”, coedición SCJN, OACNUDH y CDHDF, 2013, D.F. México, pag. 15/16, quienes bien exponen que la metodología antedicha importa arrojar luz sobre el contexto social, político, cultural y económico de las víctimas y ha sido aplicada para probar una violación a los derechos, para determinar sobre la responsabilidad internacional del Estado, la razonabilidad de una restricción de derechos o un patrón sistemático de violaciones, también para facilitar la comprensión del caso o en orden a mostrar una problemática específica, entre otros).


�	 Que requiere el análisis de las obligaciones tanto del derecho objeto del caso como de otros derechos relacionados con la vulneración del mismo o con su cumplimiento efectivo: “...los órganos con funciones jurisdiccionales deberán tenerse en consideración los derechos que se alegan violados y además deben analizarse aquellos otros que 1) también resultan afectados debido a la violación a los derechos inicialmente alegados; y 2) que sin haber sido directamente violentados, son condición necesaria para el respeto, protección y garantía de los derechos violados...” (Vázquez D. - S. Serrano, op. cit, pag. 13).


�	 Como entre otros lo sostienen los autores citados, los derechos humanos son indivisibles en la medida en que no deben tomarse como elementos aislados o separados, sino como un conjunto. La indivisibilidad niega en primer lugar el recurso a cualquier separación, categorización o jerarquía entre aquellos.


�	 Ver: Comisión Interamericana de Derechos Humanos, "El acceso a la justicia como garantía de los derechos económicos, sociales y culturales: estudio de los estándares fijados por el sistema interamericano de derechos humanos", 2007 (OEA/Ser.L/V/II.129 Doc. 4, 7 septiembre 2007); Abramovich Victor y Christian Courtis, "Hacia la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales. Estándares internacionales y criterios de aplicación ante los tribunales locales", en Abregú Martín- Christian Courtis -comps-, La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por los tribunales locales, Cels, Editores del Puerto, Bs As. 1997; Abramovich, Victor, "Los estándares interamericanos de derechos humanos como marco para la formulación y el control de las políticas sociales", en Abramovich, Victor y otros (compiladores), La aplicación de los tratados sobre derechos humanos en el ámbito local. La experiencia de una década, Del Puerto, Bs As, Argentina, 2007; Courtis, Christian, "Los derechos sociales como derechos", en Los derechos fundamentales, Editores del Puerto, Bs As, 2003. En torno a las diversas cuestiones relevantes sobre las que gira el litigio estructural, ver: ADC, La corte y los derechos, S.XXI, Bs. As., 2005 y Gustavo Maurino, Ezequiel Nino, Martín Sigal, Las acciones colectivas, Lexis-Nexis, Bs. As., 2005.


�	 ver ACNUD, Construcción de indicadores de derechos humanos: experiencias regionales; México, 2013 y ver del mismo sitio “Indicadores de derechos humanos. Guía para la medición y la aplicación”, New York-Ginebra, 2012 (http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Human_rights_indicators_sp.pdf.)


�	 Ver Karina Ansolabehere Sesti, Difusores y justicieros. Las instituciones judiciales en la política de derechos humanos, PerfilesLatinoamericanos44, julio/dic.2014, pag. 143. 


�	 Serrano S. – D. Vázquez, Los derechos humanos en acción: operacionalización de los estándares internacionales de los derechos humanos (FLACSO- México, � HYPERLINK "http://www.cjslp.gob.mx/"��http://www.cjslp.gob.mx/�), quienes destacan en criterio que aquí seguimos que existe un proceso de constante construcción de los derechos humanos, donde éstos no son vistos como meros postulados o límites estáticos sino como una compleja red de interacciones hacia su interior y entre ellos. La lógica de esta red proviene de la interacción entre las obligaciones que constituyen a los derechos y los principios de universalidad, interdependencia e indivisibilidad. En posición que compartimos, tales autores sostienen que no es necesario “desempacar” todas las obligaciones que integran un derecho, ni generar todos los cruces posibles con los principios antedichos. Basta con observar las obligaciones y cruzar los principios que sean necesarios para el análisis de cada caso. Esta premisa tiene, como veremos, importantes consecuencias –positivas- para el ejercicio de la discrecionalidad administrativa.


�	 Así lo sostiene la Corte IDH desde  la doctrina del conocido caso “Velásquez Rodríguez vs. Honduras (Fondo)” y entre otras fuentes relevantes el Comité DESC ha dicho en diversas oportunidades (ver las observaciones generales, en las que se detallan obligaciones generales y específicas o aspectos de realización del derecho, en referencia a cada derecho en examen –por ej. vivienda, salud, agua-)  que: i)  la obligación de respetar exige que los Estados se abstengan de injerir directa o indirectamente en el disfrute del derecho; ii) que la obligación de proteger requiere que los Estados adopten medidas para impedir que terceros tomen interferencias indebidas o menoscaben el goce de los derechos y iii) que la obligación de cumplir requiere que los Estados adopten medidas apropiadas de carácter legislativo, administrativo, presupuestario, judicial o de otra índole para dar plena efectividad a cada derecho fundamental en juego (en ocasiones se alude a que tal obligación se subdivide en obligaciones de facilitar, promover y garantizar).


�	 Como lo veremos en el punto III, en torno a ciertas derivaciones de interés que surgen de las obligaciones positivas conceptuadas dentro de los alcances de la obligación de garantía (sin perjuicio de señalar que la jurisprudencia de la Corte IDH también ha integrado al análisis otras obligaciones concordantes: investigar, sancionar, reparar, las que junto a la obligación general de proteger ciertamente requieren contar con adecuados mecanismos preventivos y/o de exigibilidad, tutela y justiciabilidad de los derechos).


�	 Respecto del debate sobre las instituciones en general, sus notas, relaciones y tensiones características, su importancia, sus funciones y su funcionamiento, etc., me remito entre otros y desde distintos enfoques a D. North, Instituciones, cambio institucional y desempeño económico, 1995, México, Fondo de Cultura Económica; Fanelli, José M. La argentina y el desarrollo económico en el siglo XXI, SXXI editores, Bs As, 2012; Acuña, C -comp- ¿Cuánto importan las instituciones? Gobierno, Estado y Actores en la política argentina, S. XXI editores, Bs. As., cap. I.


�	 Sobre tales aproximaciones ver: Sebastián Galiani, Políticas sociales: instituciones, información y conocimiento, CEPAL Serie Políticas Sociales nº 116, quien entre otros tópicos sugiere el criterio de "utilizar el análisis costo-beneficio intensamente, combinándolo en las últimas etapas del proceso decisorio con juicios distributivos basados en consensos sociales" (pag.  14 y ss).


�	 G. Ippólito, En búsqueda de un nuevo paradigma: La calidad de la democracia y el desarrollo humano en América Latina, obrante en “Democracia, Desarrollo Humano y Ciudadanía”, de Guillermo O´Donnel, Osvaldo M.Iazzeta, JorgeVargas Cullel (Compiladores), Homo Sapiens - PNUD, 2003.


�	 En muy buena síntesis: “Ser titular de un derecho significa que una norma jurídica asigna a la persona una expectativa de omisión o una expectativa de acción y crea sobre los otros sujetos los correspondientes deberes u obligaciones. En caso de incumplimiento, las personas portadoras de un derecho tienen la potestad de presentar un reclamo ante un órgano independiente e imparcial, generalmente un tribunal de justicia, para que haga cumplir la obligación o imponga reparaciones o sanciones en caso de incumplimiento. No obstante, el enfoque de derechos no presupone la judicialización de la cuestión social sino que plantea  la alternativa de recurrir a un mecanismo de reclamo como último resorte en caso de que la satisfacción de los derechos se vea frustrada en la arena política. Desde la lógica de derechos, entonces, la política es la instancia privilegiada en donde deben dirimirse y definirse las acciones estatales necesarias para dar efectividad a los derechos fundamentales en un sistema democrático y representativo de gobierno. Este enfoque implica entonces abrir la discusión sobre los marcos conceptuales y metodológicos, los diseños institucionales y las modalidades de gestión pública, a fin de mejorar las condiciones para el ejercicio efectivo y activo de los derechos por parte de sus titulares, promoviendo la participación social, el fortalecimiento de las capacidades de las personas, la producción y circulación de información relevante, y como contrapartida, la responsabilización de los actores institucionales a través de la previsión de mecanismos de reclamo adecuados y accesibles” (J. Rossi, Los derechos en las políticas sociales y el rol de los indicadores en perspectiva regional, en “Seminario internacional indicadores de derechos económicos, sociales y culturales (desc) y seguimiento de las políticas sociales para la superación de la pobreza y el logro de la igualdad”, INDH, Chile 2013, pag. 95).


�	 Para un análisis de las políticas públicas en general, ver J. Subirats, Análisis de políticas públicas y eficacia de la administración, MAP, Madrid, 1992.


�	 En similar orden de ideas ver: Abramovich, Victor, "Los estándares interamericanos de derechos humanos como marco para la formulación y el control de las políticas sociales", en Abramovich, Victor y otros (compiladores), La aplicación de los tratados sobre derechos humanos en el ámbito local. La experiencia de una década, Del Puerto, Bs As, Argentina, 2007; OEA/Ser.L/V/II.132, Doc. 14, 19 julio 2008, “Lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales”, donde entre otros se desarrolla una propuesta metodológica de indicadores cuantitativos y señales de progreso cualitativas. Se definen y describen tres tipos de indicadores y señales: i) estructurales; ii) de procesos y iii) de resultados. También se enuncian tres niveles o categorías analíticas para ordenar la información relevante: i) recepción del derecho; ii) capacidades estatales; iii) contexto financiero y compromiso presupuestario. Asimismo, es muy interesante y clarificador el siguiente aporte: “Seminario internacional indicadores de derechos económicos, sociales y culturales (desc) y seguimiento de las políticas sociales para la superación de la pobreza y el logro de la igualdad”, INDH, Chile 2013. Como allí lo indican algunos autores, en referencia a las fuentes de interés que venimos citando, los indicadores de derechos humanos (que se estructuran en torno a las nociones de sujeto de derechos, agente responsable y rendición de cuentas) son aquellos que “brindan informaciones concretas sobre el estado de un acontecimiento, actividad o resultado que pueden estar relacionadas con las normas de derechos humanos; que abordan y reflejan las preocupaciones y principios en materia de derechos humanos y que se utilizan para evaluar y vigilar la promoción y protección de los derechos humanos… La determinación de los estándares y principios que delimitan el contenido de los derechos y el alcance de las obligaciones estatales, permite luego la identificación de los indicadores más relevantes…se plantea la necesidad de construir sistemas de indicadores integrales. Para ello, los indicadores de derechos humanos usan múltiples fuentes de datos y tipos de indicadores cuanti y cualitativos. El sistema de indicadores busca integrar dentro de un marco analítico común, la normativa, las instituciones, las características de la población atendida y el análisis de las políticas y programas, tanto en sus características y modalidades de implementación cómo en el examen de sus resultados. Por ello, las metodologías propuestas toman como herramienta de análisis la triangulación de indicadores…” (Rossi, op. cit, pag. 102). 


�	Galiani, idem, pag. 16/19.


�	 “16. El proceso de construcción de indicadores en derechos humanos busca utilizar los datos sobre la situación social y económica como referentes para el análisis de las obligaciones progresivas de los Estados frente a derechos sociales, pero no asigna a esta información un lugar excluyente, pues los complementa con otros datos referidos a los mecanismos institucionales y las políticas públicas que permiten garantizar progresivamente la efectividad de esos derechos, y a los recursos y capacidades con que cuenta la población para exigirlos con cierto grado creciente de efectividad…” (OEA, “Lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales”, cit., cap. II-16 y ss). El énfasis es puesto así en las políticas y prácticas existentes, en las conductas de los funcionarios u otros actores, en las instituciones y mecanismos reales de cumplimiento y garantía del acceso, del goce efectivo y de la realización progresiva de los derechos, también en cuanto a los recursos y capacidades existentes en términos de exigibilidad, entre otros. “Los indicadores de derechos humanos permiten contestar preguntas como: ¿Es suficiente la oferta, está disponible, es asequible, aceptable, adaptable? Al mismo tiempo, se pone el foco en las instituciones y recursos necesarios para poder implementar tales medidas con algún grado razonable de éxito. A través de los indicadores de derechos humanos, se visibilizan las acciones que el Estado está adoptando y las capacidades estatales existentes y si éstas son adecuadas para dar progresiva satisfacción a los derechos” (Rossi, op. loc. cit).


�	 Como lo venimos exponiendo, los conceptos, estándares y las derivaciones obligacionales básicas de las tesis en juego (que desarrollamos en el ensayo) justamente permiten no sólo advertir consecuencias de interés en torno al reconocimiento de diferentes niveles de obligaciones como los que luego precisamos (que en lo principal impactan sobre las elecciones, el diseño y la implementación de políticas públicas), sino incorporar a la vez probables indicadores de evaluación y monitoreo de políticas públicas, que no solo coadyuvan a mejorar la participacion de la sociedad civil, sino que impactan en términos de la eventual exigibilidad, control y justiciabilidad de la gestión y realización social de los derechos (sobre todo de los DESC). También dicen algo en términos de mejorar y encauzar la gestión administrativa, como lo vemos a continuación.	


�	 “…Para evitar el argumento en pro de una discrecionalidad que finalmente neutralice o minimice el peso de un enfoque de derechos, de carácter normativo, están los indicadores que son la mediación entre una política pública con recursos escasos y que enfrenta necesidades múltiples”, Martín Hopenhayn, su contribución en el seminario internacional citado en nota 20, pag. 266.


�	 Sánchez Morón, Miguel, Discrecionalidad Administrativa y control judicial, Tecnos, Madrid, 1994.


�	 Para mayores desarrollos me remito a E. R. Olivero, La discrecionalidad administrativa ante los deberes funcionales de la Administración y las injerencias de los principios de derechos humanos, en elDial DC13E8, 2010, a lo cual cabe mencionar aquí los interesantes apuntes efectuados sobre la temática en consideración y también en referencia a aquél artículo por M. Ivanega en Cuestiones de potestad disciplinaria y derecho de defensa, RAP, Bs As, 2013, síntesis de los caps. I –en materia de empleo público- y VII –discrecionalidad administrativa.   


�	 Recordemos nuevamente el trasfondo, en palabras de otros autores y en buena síntesis: “Transformar la dinámica de poderes en nuestra sociedad (fin último de los derechos humanos), implica un cambio fundamental de paradigma en el diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas. Este cambio de paradigma, significa, en primer lugar, que los “beneficiarios” de las políticas públicas pasan a ser “titulares de derechos”. Por ende, dejan de ser sujetos pasivos, receptores de la asistencia del Estado, para ser sujetos activos, facultados para exigir el cumplimiento de sus derechos y ante los cuales las autoridades públicas deben rendir cuentas En segundo lugar, requiere que las políticas públicas de reducción de la pobreza se centren en superar los obstáculos estructurales y sistémicos que impiden a los grupos más vulnerables disfrutar de sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de igual manera que el resto de la ciudadanía. En tercer lugar, este cambio de paradigma requiere que la pobreza deje de mirarse sólo como una falta de recursos económicos o de ingresos, y se entienda la multidimensionalidad de la pobreza. La pobreza como la falta de capacidades básicas para vivir una vida digna… la persistencia de la pobreza y la miseria en la región, son “fenómenos violentos”, que a mi juicio debieran catalizar el cambio de paradigma al que me refería anteriormente. Sin embargo, desde mi punto de vista, no se requiere nuevos pactos sociales, entendidos como nuevas reformas constitucionales. Lo que se requiere es el cumplimiento de las obligaciones legales que los países de la región han asumido en materia de derechos humanos” (Magdalena Sepúlveda Carmona, como en nota 24, pag.273).


�	 Bien se ha dicho en similar línea que “…adoptar un enfoque de derechos humanos lejos de limitar a los decisores gubernamentales, tanto en las esferas técnicas como políticas, fortalece la institucionalidad, al dotar de un marco de derechos el accionar de las instituciones de políticas sociales, las que están compelidas a cumplir con obligaciones positivas (prestacionales, de hacer) y negativas (de omisión, de abstenerse) que están incorporadas en las constituciones…el lenguaje de derechos establece un marco de obligaciones antes inédito en la esfera de las políticas y que intersecta a los decisores públicos desde otro lugar y reduce necesariamente la arbitrariedad. El punto a determinar es el alcance de la inclusión de los derechos en el accionar estatal…” (L. Pautassi, ídem que nota anterior, pag. 276 y ss).


�	 Cobran injerencia los diversos órganos a nivel supranacional tales como las Cortes, las Comisiones, los Comités, sumado el recurso a las relatorías, a las tareas de seguimiento, al dictado de informes, de observaciones, etc. todo en directa interrelación con los tribunales locales y el activismo seguido por organizaciones sociales. Para un panorama de actualidad sobre los nuevos enfoques y tensiones imperantes en V. Abramovich, De las violaciones masivas a los patrones estructurales. Nuevos enfoques y clásicas tensiones en el sistema interamericano de derechos humanos, en Revista de Derechos Humanos, Infojus, año 1 num. 1, 2012, pag. 15.


�	 Como luego lo puntualizamos, hay algunos mínimos inderogables - identificación del razonable núcleo o contenido esencial e inalterable de un derecho protegido por la CN (art. 28 CN), junto a sus condiciones institucionales básicas de cumplimiento y el resto de las obligaciones generales y particulares adosadas según los casos- que resultan insoslayables por parte del Estado y cuya obligación de provisión resulta inmediata, siendo su ausencia injustificable. Una vez asegurado dicho núcleo sustancial, cada derecho o grupo de ellos puede y debe continuar su reconocimiento y desarrollo progresivo (medido ello bajo otros parámetros de control -ver tesis nº 5 y 6-), pero lo cierto es que las políticas públicas y las decisiones estatales no pueden desconocer el fuerte umbral así fijado por aquellos mínimos protegidos.


�	 Lo que se vincula con otra perspectiva de interés –el rights based approach: enfoque de derechos-: “A partir del establecimiento de vínculos entre derechos humanos, desarrollo y pobreza, así como el reconocimiento del derecho al desarrollo, surgió el llamado “enfoque de derechos humanos” (rights-based approach) como un método para regular los procesos de cooperación internacional, las políticas de combate a la pobreza y, particularmente, las políticas de desarrollo. Esta nueva mirada respecto de la interdependencia e indivisibilidad de los derechos complejiza más el cumplimiento de los derechos humanos a nivel nacional…trajo consigo una nueva concepción sobre las obligaciones estatales respecto de los derechos humanos. En efecto, ya no se trata solo de reconocer y garantizar un conglomerado de derechos…sino de internalizar en la acción estatal la dinámica del funcionamiento de los derechos humanos…” (Serrano – Vázquez, op. cit., pag. 22). De dicho enfoque se derivan marcos conceptuales claves para las estrategias de desarrollo, sobre todo en el caso de reducción de la pobreza, por tener al respecto realización constitutiva o instrumental (Ver en dicha línea: ONU. Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Los derechos humanos y la reducción de la pobreza: un marco conceptual, 2004, donde se aclara que aquél enfoque “vincula a la reducción de la pobreza con cuestiones de derecho y obligaciones, no sólo con cuestiones de asistencia social o caridad”).


	 “El esfuerzo orientado a articular una nueva ética con políticas públicas a nivel social y judicial y privadas, es lo que se ha denominado como el enfoque de derechos humanos. Este procura construir un orden centrado en la creación de relaciones sociales basadas en el reconocimiento y respeto mutuo y en la transparencia, de modo que la satisfacción de las necesidades materiales y subjetivas de todas las personas y colectividades, sin excepción alguna, constituya una obligación jurídica y social (…) buscando construir mecanismos jurídicos y políticos que transformen las instituciones, y consecuentemente la vida social y cotidiana de las personas con base en una nueva ética del desarrollo humano (Guendel; 1999.:3)”, citado por Sonia Solís Umaña, “El enfoque de derechos: aspectos teóricos y conceptuales”, en www.ts.ucr.ac.cr., quien destaca que dicho enfoque: “reivindica el papel del Estado para garantizar el desarrollo humano y establece la política social como un derecho social, contempla el impulso de políticas institucionales  tendientes a que las personas se apropien de sus derechos y participen de manera activa en su desarrollo social  y controlen las acciones públicas en esa materia”.


�	 Me remito para mayores desarrollos a lo dicho en el libro El interés público y el enfoque de los derechos fundamentales publicado en “Revista Iberoamericana de Derecho Administrativo y Regulación Económica”, IJ Editores, diciembre, Nº 6, 2013.
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